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Advertencia de la Contraloría a Minhacienda sobre manejo de obligaciones inexistentes en la Ley 550
*Preocupa a la Contraloría General encontrar dentro de los acuerdos de reestructuración de pasivos obligaciones cuyo origen, preexistencia y trazabilidad no pueden acreditarse.
*Las situaciones detectadas ponen en grave riesgo el patrimonio público, alerta la Contralora Sandra Morelli Rico.
Bogotá, 1 de noviembre de  2012.- La Contraloría General de la República envió una Función de Advertencia al ministro de Hacienda y Crédito Público, Mauricio Cárdenas Santamaría, y a la directora de Apoyo Fiscal de esta cartera, Ana Lucía Villa, en relación con el manejo que promotores y mandatarios regionales hacen sobre la inclusión de obligaciones inexistentes o sin soportes, en los acuerdos de reestructuración financiera de la Ley 550 de 1999.
El ente de control ha evidenciado hechos que ponen en grave riesgo el patrimonio público de la Nación por el reconocimiento de obligaciones en acuerdos de reestructuración de pasivos por parte de los entes territoriales, sin tener tener certeza de la legalidad de las mismas.
La observación surge de las numerosas auditorías realizadas por la CGR a departamentos y municipios, con el objeto de verificar el cumplimiento de los límites del Gasto, los programas de Saneamiento Fiscal y Financiero y los Acuerdos de Reestructuración de Pasivos, establecidos en la Ley 617 de 2000 y Ley 550 de 1999 respectivamente.
Se han detectado deficiencias generalizadas en el manejo de los activos, pasivos, contingencias, archivos y registros contables. En particular preocupa a la Contraloría encontrar dentro de los acuerdos de reestructuración obligaciones cuyo origen, preexistencia y trazabilidad no pueden acreditarse, habiendo incluso denuncias de inclusión de obligaciones en los acuerdos que no responden al pago de un bien o servicio para el ente territorial. Adicionalmente, al solicitar la información correspondiente, la misma no la tiene ni el ente territorial, ni el promotor ni el Ministerio de Hacienda.

En este sentido, la Función de Advertencia, suscrita por la Contralora General de la República, Sandra Morelli Rico, es enfática:
“…los hechos evidenciados ponen en grave riesgo el patrimonio público de la Nación, por el reconocimiento de obligaciones en los Acuerdos de Reestructuración de Pasivos suscritos con fundamento en lo dispuesto en la Ley 550 de 1999, por parte de los entes territoriales, sin que se tenga certeza de la legalidad de todas y cada una de las obligaciones, con lo cual se estarían legitimando pasivos inexistentes al ser reconocidos en los acuerdos mencionados, que al ser pagados se constituye en un detrimento patrimonial, además de las conductas disciplinarias y penales a que hubiere lugar”.
La CGR advirtió al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y a los promotores de los acuerdos, para que adopten y garanticen a la mayor brevedad las medidas y controles que permitan que todas las obligaciones incorporadas al acuerdo se encuentren debidamente soportadas.
